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EL PUEBLO DE PUERTO 
RICO 

 

Recurrida 
 

v. 
 

JORGE MULERO 
MERCED 

 

Peticionario 

KLCE201801125 

Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 
Ponce 
 

Caso Núm.: 
J VI2002G0050 
(0502) 
 

Sobre: 
A83/ASESINATO 2DO 

GRADO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 

Jueza Grana Martínez y el Juez Sánchez Ramos. 
 

Grana Martínez, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 25 de septiembre de 2018. 

El peticionario, Jorge Mulero Merced, solicita revisión de la 

negativa del Tribunal de Primera Instancia a reconsiderar la decisión 

de declarar NO HA LUGAR una solicitud de corrección de sentencia. 

El dictamen recurrido se dictó el 3 de julio de 2018 y notificó el 5 de 

julio de 2018. 

Ordenamos la elevación de los autos originales del caso y el 

TPI nos remitió el expediente. 

I 

Mulero hizo alegación de culpabilidad por el delito de 

asesinato en segundo grado bajo la vigencia de Código Penal de 

1974. El peticionario hizo constar que estaba satisfecho con su 

representación legal, que conocía que estaba renunciando a la 

celebración de un juicio y las consecuencias de hacer alegación de 

culpabilidad. El 13 de agosto de 2002 fue sentenciado a cuarenta y 

cinco años de prisión consecutiva. 

El 31 de agosto de 2002, el peticionario solicitó dejar sin efecto 

su alegación de culpabilidad, debido a que su abogado lo coaccionó 
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para tomar esa decisión. El tribunal señaló una vista para atender 

su reclamo. El 6 de diciembre de 2002, el TPI reiteró que la alegación 

de culpabilidad fue consciente y voluntaria. 

El 6 de agosto de 2005, el peticionario presentó una Moción 

solicitando modificación de sentencia, en la que pidió la aplicación 

retroactiva de los beneficios del Código Penal del año 2005. El 17 de 

junio de 2005, el TPI declaró NO HA LUGAR la solicitud. Esta 

resolución se notificó el 24 de junio de 2005. Inconforme, el 

confinado presentó el recurso KLCE200500972. El 18 de agosto de 

2005, este tribunal denegó el recurso. La decisión se notificó 26 de 

agosto de 2005. 

El 21 de septiembre de 2006, el peticionario presentó una 

Moción al amparo de la Regla 185 de Procedimiento Criminal, en la 

que solicitó la aplicación del principio de favorabilidad a su 

sentencia. El 10 de octubre de 2006, el TPI denegó la solicitud. 

Durante el año 2009, el peticionario presentó una Moción de 

desestimación al amparo de la Regla 64(p). El TPI denegó la solicitud. 

El peticionario presentó el recurso KLCE200901375. El 25 de enero 

de 2010, este tribunal denegó el recurso. 

El 9 de noviembre de 2009, el peticionario solicitó 

reconsideración de la sentencia. El 4 de diciembre de 2009, el TPI 

denegó su petición. El peticionario presentó el recurso 

KLCE200901941. No obstante, el 11 de febrero de 2010 fue 

desestimado por falta de jurisdicción. 

El 16 de enero de 2018, el peticionario presentó una Moción 

al amparo de la Regla 185 de Procedimiento Criminal corrección de 

sentencia. 

El 7 de marzo de 2018, el TPI denegó la solicitud y notificó la 

decisión el 2 de abril de 2018. El peticionario solicitó 

reconsideración. El 3 de julio de 2018, el TPI emitió la orden 

siguiente: “YA FUE ATENDIDO EL ASUNTO. NADA QUE PROVEER”. 
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Inconforme, el peticionario presentó este recurso en el que 

hace los señalamientos de errores siguientes: 

El primer error lo cometió este peticionario al hacer la 
moción primera, ya que en ese momento la biblioteca de 
esta institución estaba cerrada y no había forma de 

ilustrarme sobre la cantidad de años que se podía 
imponer por la reincidencia simple, yo encontraba que 
quince (15) años eran mucho, pero no me asistía la 

razón en una parte, pero si en otra. 
 

Erró el Tribunal al no sopesar el argumento que la pena 
a imponerse era la mitad de la pena fija para el delito 
establecido. 

 
Erró el Tribunal al enviar a este peticionario una orden 

que todavía al día de hoy se me hace difícil comprender. 
 
Erró el Tribunal al no interpretar que a pesar de que la 

sentencia dice 45 años y no se explica en la forma en 
que se aplica. 
 

Que el que este peticionario se haya declarado culpable 
esto no es escollo para impugnar la cuantía de la 

sentencia. 
 

II 

A 

El certiorari es un recurso extraordinario, mediante el que un 

tribunal de mayor jerarquía puede revisar a su discreción las 

determinaciones de un tribunal inferior. Los tribunales debemos 

utilizarlo con cautela y por razones de peso, ya que procede “cuando 

no existe un recurso de apelación o cualquier otro recurso ordinario 

que proteja eficaz y rápidamente los derechos del peticionario. Este 

recurso, por ser extraordinario, debe limitarse a aquellos casos en 

que la ley no provee un remedio adecuado para corregir el error 

señalado. Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917-918 (2009). 

B 

La Regla 185 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 

185, es el mecanismo procesal disponible para que un confinado 

pueda solicitar la corrección de su sentencia, en cualquier 

momento. 
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III 

Las circunstancias particulares de este caso ameritan la 

expedición del recurso, para poner punto final a una controversia 

que el peticionario ha planteado en diversas ocasiones y ha sido 

atendida y resuelta por el TPI y el Tribunal de Apelaciones. Así lo 

constatamos en el expediente original del TPI. 

El tracto procesal de este caso evidencia las diversas 

ocasiones en las que el peticionario ha cuestionado la legalidad de 

la sentencia, a la que hizo alegación de culpabilidad. El 13 de agosto 

de 2002 fue sentenciado a cuarenta y cinco años de prisión 

consecutiva. No obstante, el 31 de agosto de 2002, solicitó que se 

dejara sin efecto su alegación de culpabilidad, debido a que su 

abogado lo coaccionó para tomar esa decisión. El tribunal realizó 

una vista, luego de la cual reiteró que la alegación de culpabilidad 

fue consciente y voluntaria. 

El 6 de junio de 2005, el peticionario solicitó que se aplicaran 

a su sentencia los beneficios del Código Penal del año 2005. El TPI 

denegó su solicitud. Inconforme, el confinado acudió al Tribunal de 

Apelaciones que desestimó el recurso. 

Durante el año 2006, el peticionario presentó una Moción al 

amparo de la Regla 185 de Procedimiento Criminal, en la que solicitó 

que se aplicara el principio de favorabilidad a su sentencia. El TPI 

denegó la solicitud. No conforme, el peticionario solicitó 

reconsideración de la sentencia. El TPI también denegó la 

reconsideración. El peticionario acudió al Tribunal de Apelaciones 

que desestimó el recurso por falta de jurisdicción. 

El 9 de noviembre de 2009, el peticionario solicitó 

reconsideración de la sentencia. El TPI denegó su petición. El 

peticionario acudió al Tribunal de Apelaciones que desestimó el 

recurso por falta de jurisdicción. Durante el año 2009, el 

peticionario también presentó una Moción de desestimación al 



 
 

 
KLCE201801125 

    

 

5 

amparo de la Regla 64(p). El TPI denegó la solicitud. El peticionario 

fue al Tribunal de Apelaciones y este tribunal denegó el recurso. 

El 16 de enero de 2018, el peticionario presentó por segunda 

ocasión una Moción al amparo de la Regla 185 de Procedimiento 

Criminal corrección de sentencia. El confinado cuestionó 

nuevamente la legalidad de su sentencia con la intención de que se 

reduzcan los años de prisión a los que fue condenado. Esta vez 

señala que su alegación de culpabilidad no contempló la existencia 

de agravantes. El TPI denegó la solicitud. 

A nuestro juicio, es necesario que ejerzamos nuestra 

discreción y expidamos el recurso, para que el peticionario entienda 

que no puede plantear nuevamente la misma controversia que ha 

sido atendida y resuelta por el tribunal. Al peticionario, le debe 

quedar claro que fue sentenciado conforme a derecho, luego de que 

hiciera alegación de culpabilidad mediante un pre-acuerdo con el 

Ministerio Público. Según consta en el expediente de su caso, el TPI 

aceptó su alegación de culpabilidad, luego de asegurarse de que fue 

libre, voluntaria y en conocimiento de la naturaleza de los delitos 

imputados y de las consecuencias de dicha alegación.  

IV 

Por los fundamentos expuestos, se expide el recurso y se 

confirma la resolución recurrida. 

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

El Juez Sánchez Ramos concurre sin voto escrito. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


